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R-DCA-268-2009

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa. San José, a las doce horas del tres de junio de dos mil nueve. ----------------------------------------------

Recursos de Apelación interpuestos por Amoblamientos Fantini S.A. y Compañía Leogar S. A. en contra de la adjudicación de la Licitación Pública 2008LN-000018-63000, promovida por el Consejo Técnico de Asistencia Médico Social para la adquisición de escritorios en L con archivo independiente de tres gavetas, acto recaído a favor de Rosenstock y Compañía S. A., por un monto total de $182.400,00. ----------------------------------------------------------------------------------------------

RESULTANDO

I.- Las firmas Amoblamientos Fantini S.A. y Compañía Leogar S. A. impugnaron el acto de adjudicación de la referida licitación alegando supuestos incumplimientos en la oferta adjudicada. --

II.- Mediante auto de las once horas con cuarenta y cinco minutos del primero de abril de dos mil nueve, se confirió audiencia inicial a la Administración y a la adjudicataria con el objeto de que manifestaran por escrito lo que a bien tuvieran con respecto a las alegaciones hechas en su contra y para que ofrecieran las pruebas que consideraran pertinentes. ----------------------------------------------

III.- La Administración y la  adjudicataria manifiestaron su total oposición con los alegatos referidos en su contra y solicitaron el rechazo de los recursos incoados. ----------------------------------

IV.- La presente resolución se dicta dentro del término de ley, habiéndose observado durante su trámite las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes. --------------------------------------------

CONSIDERANDO

I.-Hechos probados: Para la resolución del presente asunto se tienen por demostrados los siguientes hechos: 1) Que el Consejo Técnico de Asistencia Médico Social promovió la Licitación Pública 2008LN-000018-63000 para la adquisición de escritorios en L con archivo independiente de tres gavetas (véase La Gaceta 246 del 19 de diciembre de 2008). 2) Que en este concurso participaron, entre otros, Amoblamientos Fantini S.A.; Compañía Leogar S. A.; y Rosenstock y Compañía S. A. (véanse las plicas presentadas en expediente administrativo de la licitación).  3) Que la referida licitación fue adjudicada a favor de Rosenstock y Compañía S. A. por un monto total de $182.400,00 (véase acuerdo de adjudicación publicado en La Gaceta 44 de 4 de marzo de 2009). 4) Que en la oferta de la firma Rosenstock y Compañía S. A., se indicó una cantidad de 384, un precio unitario de $475,00 y un precio total en números de $182.400,00. En el mismo documento se indica un precio en letras así: “Monto en Letras: Ciento Noventa y Siete Mil Setecientos Sesenta Dólares con 00/100 exento”. (véase folio 55 del expediente administrativo). 5) Que según el análisis de las ofertas (folio 117 y siguientes), se señala, en cuanto a la prueba presentada por la firma Compañía Leogar S. A., lo siguiente: “La muestra presentada no cumple con las especificaciones del Cartel en cuanto no posee enchape plástico laminado en la totalidad del sobre (falta parte inferior del mismo), por tanto; no se puede tomar en cuenta”. Asimismo, en cuanto a las muestra presentada por la firma Rosenstock y Compañía S. A., se señaló lo siguiente: “La muestra presentada cumple con las especificaciones del Cartel en cuanto el sobre de la estación modular viene enchapado en plástico laminado en su totalidad (parte superior e inferior) presenta tapacantos en P.V.C Y PORTA CPU EXPANDIBLE, por tanto, es la oferta más adecuada para la recomendación”. En cuanto a la muestra de la firma Amoblamientos Fantini S. A., se indicó: “La muestra presentada no cumple con las especificaciones del Cartel en cuanto a que el PORTA CPU debe ser expandible y la muestra es fija sin posibilidad de expansión, por tanto no puede ser tomada en cuenta”. Por último, dicho informe hace la siguiente recomendación técnica: “Hemos analizado las ofertas presentadas en atención a dicha licitación y consideramos los intereses de la institución en cuanto a cumplimiento de las especificaciones del cartel, planos constructivos monto de la oferta y plazo de entrega, acordamos que se adjudique a: OFERTA #2 ROSENSTOCK Y COMPAÑÍA S.A….”. 6) Que en el Acta de Recomendación se acordó, en lo pertinente, lo siguiente: “…1.- La Comisión procede al análisis de las propuestas recibidas a la Licitación Pública No. 2008LN-000018-63000, para determinar su admisibilidad al concurso para una eventual adjudicación: de acuerdo con el criterio legal y el criterio técnico las ofertas se admiten al concurso para una eventual adjudicación, por cuanto las ofertas se ajustan a las condiciones generales, requisitos técnicos, y al juego de planos constructivos elaborado por el Ministerio de Salud. 2.- Seguidamente la Comisión procede a la calificación de las ofertas admitidas de acuerdo a la metodología de Evaluación establecida en el cartel licitatorio […] Por el resultado de la anterior calificación la Comisión de Licitaciones acuerda Recomendar que se adjudique de la siguiente manera: 3.-A: ‘ROSENSTOCK Y COMPAÑÍA S.A…” (véase folio 135 del expediente administrativo). 7) Que en la oferte de ROSENSTOCK Y COMPAÑÍA S. A., se indicó, entre otras cosas, lo siguiente: “Garantía de funcionamiento: 120 meses contra defectos de fabricación contados a partir de la fecha de recepción definitiva a entera satisfacción del Ministerio de Salud, la garantía incluye llavines, portateclado, y daños en la superficie y cuerpos de los muebles por defecto de la fábrica; no incluye daños por terceros. Garantía de existencia de repuestos 36 meses” (véase folio 54 de expediente administrativo). ---------------------------------------

II.-Sobre la legitimación y el fondo: De previo a cualquier otra consideración, corresponde analizar los fundamentos de los recursos interpuestos, con el fin de determinar si el acto de adjudicación dictado padece algún vicio que justifique su anulación y así concluir si a alguna de las apelantes le asiste posibilidad de resultar favorecida con una eventual readjudicación de este negocio. Sobre el particular, este Despacho ha determinado, luego del estudio de ofertas de frente a las exigencias del pliego de condiciones y, sobre todo, el criterio técnico, que las ofertas de las dos firmas apelantes acusan incumplimientos técnicos que no fueron refutados, mucho menos defendidos en sus libelos a fin de demostrar, cosa que no es así, su legitimación para impugnar el acto de adjudicación dictado en el presente negocio. Específicamente, en la evaluación de las muestras que debían presentar las ofertes se determinó claramente (hecho probado 5), que las muestras presentadas por las empresas Amoblamientos Fantini S.A. y Compañía Leogar S. A. incumplen con aspectos técnicos de los escritorios, llegando incluso a señalarse que ambas ofertas no podían ser tomadas en cuenta, o sea, excluirlas del concurso. En ese mismo análisis se determinó que la única oferta que cumple a satisfacción con todos los requerimientos técnicos es la muestra presentada por la firma Rosenstock y Compañía S. A. (hecho probado 5). Ante esta situación que se presenta, obviamente, acontecida de previo a la interposición de los recursos de apelación que nos ocupan, era obligación de ambas impugnantes demostrar en los mismos recursos de apelación que lo señalado en contra de sus ofertas no era cierto e intentar, tan siquiera, cualquier tipo de ensayo con el fin de rebatir, de alguna manera, el dictado técnico de referencia (filosofía contenida en el artículo 177 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa). Sin embargo, acusamos ausencia total de dicha defensa lo cual es fundamental para demostrar la debida legitimación, instituto obligatorio en todo recurso de apelación con el que se pretenda cuestionar el acto de adjudicación de un concurso público. Sin detrimento de falta de legitimación evidente de las apelantes, hemos advertido, paradójicamente, una lamentable desatención por parte de la Comisión de Licitaciones en el dictado del acuerdo (hecho probado 6), donde se señala, erróneamente y desconociendo a todas luces el verdadero criterio técnico calificado externado por la Unidad de Gestión Inmobiliaria que había excluido, prácticamente, a todas las ofertas a excepción de la adjudicataria, que las ofertas se admiten al concurso “de acuerdo con el criterio Legal y el criterio Técnico” al ajustarse a “las condiciones generales, requisitos técnicos y al juego de planos constructivos, aspectos que no fueron los concluidos por la Unidad de Gestión Inmobiliaria del Ministerio de Salud”. Nada más alejado de la realidad toda vez que el criterio aludido en todo momento fue claro al externar los incumplimientos de todas las ofertas a excepción de la oferta de la firma que, a la postre, resultó adjudicataria, no solo por haber superado los requerimientos técnicos exigidos en el pliego, sino también por haber superado con buena calificación el sistema de evaluación de las ofertas. Ante el evidente incumplimiento la Administración no debió haber corrido el sistema de evaluación incluyendo ofertas incumplientes, por cuanto esa indebida práctica, en el caso particular, ha llamado a confusión y pudo haberse obviado la interposición de los recursos si se hubiera actuado ordenadamente; su error demuestra la falta de cuidado que debe prestar a este tipo de situaciones por cuanto, por su desatención, obvió el claro análisis efectuado a las muestras presentadas por las oferentes para ese propósito. Llamamos la atención a esa Administración a prestar mayor agudeza en sus actuaciones para que no se repitan situaciones como la sucedida que solo vienen a retrazar la satisfacción del interés público inmerso en la contratación. No obstante lo anterior, el error de apreciación de la Administración en nada muda el acto de adjudicación en nulidad absoluta, pues constan en el expediente administrativo todas las piezas que conforman el acto de adjudicación y que, aún corrido el sistema de evaluación tomando en cuenta a todas las ofertas, el resultado siempre se coincidió en la misma oferta que había sido recomendada por el grupo técnico evaluador. Ahora bien, lo que sí está claro en todo esto es que las ofertas de las apelantes debieron haber sido excluidas inmediatamente después de haber sido advertido sus incumplimientos, pero nunca llevarlas hasta el filtro de la evaluación, que, reiteramos, también ahí se evidenció que la mejor oferta es la que a fin de cuentas resultó adjudicada (Rosenstock y Compañía S. A.). Así las cosas, se arriba a la conclusión que, no obstante la desatención de la Administración, las apelantes tenían la obligación de demostrar su legitimación de frente al referido estudio técnico para poder recurrir la adjudicación del presente concurso por cuanto en ningún momento se han referido a sus incumplimientos; por el contrario, han guardado  sigilo a la espera de los acontecimientos que pudieran suscitarse en este proceso. A mayor abundamiento, dichas recurrentes tampoco lograron desvirtuar el criterio técnico de la Administración, como era su obligación según reza el consabido numeral 117, lo cual conlleva a aseverar que el criterio técnico fue correcto en sus apreciaciones puesto que no fue desvirtuado, únicamente cuestionado, pero sin fundamento alguno, valga decir, las apelantes simplemente externaron su parecer sobre algunos supuestos incumplimientos de la muestra que presentó la firma adjudicada, pero en estos casos, no basta con acusar consideraciones subjetivas, sino, demostrar como corresponde, que en verdad se está ante un verdadero incumplimiento técnico. No está llamado este Despacho a proveer de prueba a los alegatos traídos por la partes, sino que ese requisito es indispensable que se aporte junto a los libelos con el objeto de valorar las aseveraciones; por el contrario, los recursos han sido ayunos de toda prueba. Así las cosas, lo procedente es el rechazo de ambos recursos. Alegatos contra la adjudicataria: Como último aspecto, cabe señalar que, aun y cuando las recurrentes no ostenta el debido interés legitimo, actual y directo y los recursos debieron haber sido rechazado ad portas, este Despacho se permitió, con fundamento del expediente administrativo, analizar uno a uno las imprecisiones acusadas como incumplidas por la firma adjudicataria, a excepción, obviamente,  de los aspectos de tipo técnico por lo dicho  anteriormente sobre el particular, llegando a la conclusión de que efectivamente no existe mérito suficiente para suponer que debió operar una exclusión de la oferta de la adjudicataria en la etapa de análisis. En concreto, tenemos que en el caso particular se ha acusado, entre otras cosas, que la adjudicataria no ofertó una garantía de mano de obra especializada. Sobre el particular, no advertimos que la omisión de la mención expresa de  una evidente garantía sea motivo para excluir una oferta, toda vez que, aunque no se haya hecho expreso el compromiso de mantener mano de obra especializada en el país de forma precisa, es evidente que, al haber dado una garantía de funcionamiento y de repuestos (hecho probado 7), se cuenta con el personal idóneo para cumplir con dichos compromisos. En otras palabras, para poder cubrir una garantía de funcionamiento o de reparación ante causas de fabricación, debe contarse con el personal calificado para dichas labores. Además, debe considerarse que estamos ante una empresa con más de treinta años de estar en el mercado nacional como fabricante de muebles, aspecto éste último que no ha sido desvirtuado en ningún momento, lo cual conlleva a pensar que cuenta con el personal calificado. La apelante que acusó el supuesto incumplimiento, simplemente afirma que la adjudicataria no otorgó la referida garantía, no obstante, no demuestra que efectivamente dicha empresa no cuente con personal competente. Aquí también es importante destacar que estamos hablando de bienes que se fabrican en el país, que no son de exportación, que demande una mano de obra particular que no pueda ser suplida localmente. En cuanto al caso del precio que fue consignado en la oferta de la adjudicataria en números y letras siendo disímil uno y otro a lo cual alega una de las recurrentes que prevalecería el dato en letras siendo éste mayor y, por ende, variaría el resultado de la evaluación, valga señalar que el numeral 25 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa señala, en lo que interesa, que “En caso de divergencia entre el precio cotizado en números y letras, prevalecerá este último, salvo el caso de errores materiales evidentes, en cuyo caso prevalecerá el valor real” (el destacado es nuestro) y en la especie, evidentemente nos encontramos ante un error material puesto que, siendo el valor real la suma de los precios unitarios, tenemos que al sumar el precio unitario ($475,00) indicado en la oferta técnica de la adjudicataria ante una cantidad determinada de escritorios de 384, el total correspondería únicamente a $182.400,00 (hecho probado 4); mismo precio que se indicara en números en la referida plica como el precio verdaderamente ofertado por tratarse del precio real. Ante esta irrebatible prueba básica, vemos que pierde sentido el alegato de la apelante de que el verdadero precio ofertado era el consignado en letras, por el contrario, se confirma que efectivamente estamos ante un simple error material el cual no es motivo suficiente para declarar inelegible una oferta. Como conclusión, hemos podido ratificar que la adjudicataria ha cumplido con todos los requerimientos establecidos en este concurso acreditando su capacidad y experiencia para hacer frente al objeto licitado, por su parte, las apelantes no han podido demostrar lo contrario. En la especie, tenemos que los recursos de apelación han adolecido de un verdadero criterio técnico que evidencie, de alguna manera, incumplimientos graves por parte de la oferta adjudicada, todo lo cual nos lleva a tener que rechazar ambos recursos.  Conforme con lo expuesto y por las consecuencias apuntadas, consideramos innecesario, por falta de interés práctico para el dictado de la presente resolución, entrar al análisis de otros aspectos alegados, toda vez que al no constatarse incumplimientos causantes de nulidad absoluta, de acuerdo con el sistema de evaluación, la actual adjudicataria calificó como la única cumpliente de todos los requerimientos técnicos y, por otro lado, no podría resultar adjudicada ninguna de las apelantes al no contar con legitimación y al no prosperar sus alegatos en contra de la adjudicada. ----------------------------------------------------------------------------------------------------------

POR TANTO
De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184, de la Constitución Política; artículos 1, 34, y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  4, 5, 85, 86, 88, 89 y concordantes de la Ley de la Contratación Administrativa, 25, 174, 176, 177, 178, 180 y concordantes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: 1) Rechazar de plano, por falta de de legitimación y fundamentación, los recursos de apelación interpuestos por Amoblamientos Fantini S.A. y Compañía Leogar S. A. en contra de la adjudicación de la Licitación Pública 2008LN-000018-63000, promovida por el Consejo Técnico de Asistencia Médico Social para la adquisición de escritorios en L con archivo independiente de tres gavetas, acto recaído a favor de Rosenstock y Compañía S. A.; 2) Se confirma el acto de adjudicación; 3) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía. -------------------------------------------------------

NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas

Gerente de División
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